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EL PUEBLO DE PUERTO 
RICO, 

 
Recurrida, 

 
v. 
 

VÍCTOR A. ORTIZ 
TORRES, 

 
Peticionaria. 
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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 
Superior de Aibonito. 
 
Crim. núm.:  
B BD2017G0025. 
 
Sobre: 
Art. 182 (apropiación 
ilegal agravada). 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, la Jueza 
Romero García y la Juez Méndez Miró. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de abril de 2021. 

La parte peticionaria, señor Víctor A. Ortiz Torres, presentó su 

recurso el 24 de febrero de 2021. En él, solicitó que este Tribunal expidiese 

el auto de certiorari y revocase la determinación del Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Aibonito, que declaró sin lugar su solicitud de 

que se modificara una de las penas que cumple1; a saber, la impuesta el 

19 de abril de 2017, por violar el Art. 182 del Código Penal del 2012, 33 

LPRA sec. 5252, que configura el delito de apropiación ilegal agravada2. 

Conforme a nuestra Resolución dictada el 9 de marzo de 2021, el 

Pueblo de Puerto Rico compareció por conducto de la Oficina del 

Procurador General, mediante su Escrito en cumplimiento de orden, 

presentado el 5 de abril de 2021. Además de exponer los fundamentos 

legales y fácticos para su oposición a la expedición del recurso, el Pueblo 

 
1 Véase, apéndice del recurso. La resolución del foro primario dispone, textualmente, como 
sigue: “NO HA LUGAR. VEASE [sic] RESOLUCION [sic] [DE] 5 DE FEBRERO DE 2018.” 
(Mayúsculas en el original; énfasis nuestro). 
  
2 Resulta pertinente destacar que, en su escrito presentado por derecho propio, el señor 
Ortiz Torres fundamentó su solicitud en el principio de favorabilidad y la supuesta 
aplicación de este a su condena, conforme a lo dispuesto en la Ley Núm. 246-2014. No 
obstante, resulta evidente que dicho estatuto estaba en vigor a la fecha en que se dictó la 
sentencia condenatoria. Por tanto, en las circunstancias de este caso, no cabe aludir a 
una ley más benigna surgida con posterioridad a que se hubiera dictado la sentencia en 
contra del señor Ortiz Torres, que le concediera algún derecho al amparo del principio de 
favorabilidad.    
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adjuntó a su escrito varios documentos pertinentes al recurso. A decir: 

Anejo I, copia de la Sentencia dictada por el foro primario del 19 de abril de 

20173; y, Anejo II, copia de la Resolución emitida por el foro primario el 5 

de febrero de 2018, que atendió en sus méritos y declaró sin lugar la 

primera solicitud de modificación de la sentencia dictada en contra del 

señor Ortiz Torres.  

Evaluados tanto la petición de certiorari presentada el 24 de febrero 

de 2021, la oposición del Pueblo de Puerto Rico del 5 de abril de 2021, así 

como los documentos que obran en autos, este Tribunal concluye que el 

señor Ortiz Torres no nos persuadió de que el foro primario hubiese 

cometido error alguno, que justifique nuestra intervención en esta etapa de 

los procedimientos4. En su consecuencia, denegamos la expedición del 

auto de certiorari. 

Notifíquese. La secretaria del Tribunal deberá notificar copia de 

esta resolución final al señor Víctor A. Ortiz Torres a la nueva 

dirección consignada por él en su moción presentada el 13 de abril de 

2021.  

Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
3 De la Sentencia surge que el señor Ortiz Torres, asistido por su abogado, se declaró 
culpable del delito de apropiación legal agravada tipificado en el Art. 182 del Código Penal. 
Ello, a raíz de una alegación pre acordada con el Ministerio Público, y acogida por el 
tribunal, luego de que se recomendara la reclasificación de los delitos imputados, i.e., dos 
cargos por robo agravado, y por portar y apuntar con un arma de fuego, en violación a la 
Ley de Armas de Puerto Rico.  
 
4 Sabido es que este foro apelativo no habrá de intervenir con el ejercicio de la discreción 
del Tribunal de Primera Instancia, salvo en “un craso abuso de discreción o que el tribunal 
[hubiera actuado] con prejuicio y parcialidad, o que se [hubiera equivocado] en la 
interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo, y que 
nuestra intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial.” Lluch v. España Service, 
117 DPR 729, 745 (1986). Así pues, lo anterior le impone a este Tribunal la obligación de 
ejercer prudentemente su juicio al intervenir con el discernimiento del foro primario. Torres 
Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 


